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AYUDA MEMORIA
PROYECTO DE LEY PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS LABORALES
1. Antecedente:
El día 3 de julio de 2012, el Presidente de la Asamblea Nacional recibe el proyecto de Ley para la Defensa de los Derechos Laborales, propuesto por el Presidente de la República, en calidad de urgente en materia económica.
2. Exposición de Motivos:
La motivación principal del proyecto de Ley es que en el Ecuador existe una alta conflictividad laboral, debido –entre otras razones- por las condiciones precarias en que los trabajadores deben prestar sus servicios, ocasionado por motivos como la falta de: 
· remuneraciones justas, 
· pago oportuno de décimos sueldos y utilidades (se cita como ejemplos a los casos de la Cervecería Nacional y la Cemento Nacional) 
· acceso a una seguridad social de calidad, ocasionada principalmente por el incumplimiento de los empleadores en el pago de las obligaciones patronales con el IESS.
Según el proyecto de Ley, estas circunstancias adversas a los trabajadores se han venido producido por la inexistencia de mecanismos adecuados a favor del Estado para evitar los abusos y recaudar el dinero adeudado, en especial, de empleadores que ocultan bienes, constituyen compañías de papel y utilizan testaferros; por lo cual resulta necesaria la reacción del Estado para evitar los perjuicios a los trabajadores, ya sean públicos o privados.
3. Normativa sensible en el Proyecto de Ley:
La normativa sensible para el sector empleador está incluida en los artículos 2 y 3 del proyecto de Ley, cuyo tenor es el siguiente:
· Artículo 2: “Las instituciones del Estado que por ley tienen jurisdicción coactiva, con el objeto de hacer efectivo el cobro de sus acreencias, podrán ejercer subsidiariamente su acción no sólo en contra del obligado principal, sino en contra de todos los obligados, incluyendo a sus herederos mayores de edad que no hubieren aceptado la herencia con beneficio de inventario. En el caso de personas jurídicas usadas para defraudar (abuso de la personalidad jurídica), se podrá llegar hasta el último nivel de propiedad, que recaerá siempre sobre personas naturales, quienes responderán con todo su patrimonio, sean o no residentes o domiciliados en el Ecuador.
Las medidas precautelares podrán disponerse en contra de los sujetos mencionados en el inciso anterior y sus bienes. Así mismo, podrán ordenarse respecto de bienes que estando a nombre de terceros son de público conocimiento de propiedad de los referidos sujetos, y siempre y cuando el obligado principal no cumpla con su obligación. 
Igual atribución tendrán las autoridades de trabajo o los jueces del trabajo para ejecutar las sentencias dictadas dentro de los conflictos colectivos o individuales de trabajo, en su orden.”
· Artículo 3: Añádase en el Artículo 178 del Código Tributario, un segundo inciso con el texto siguiente:
"En el caso de que se trate del embargo de bienes, en uso de la atribución a que se refiere el Artículo 2 de la Ley para la Defensa de los Derechos Laborales, la tercería excluyente no suspenderá la ejecución, sino a partir de que el Tribunal Distrital de lo Fiscal así lo ordene, de existir indicios suficientes de la ilegitimidad del embargo."
4. Comentarios CIP:
Las objeciones a la normativa sensible propuesta en el proyecto de Ley, son las siguientes:
4.1. Calificación de la Ley como Urgente
· De conformidad con artículo 140 de la CRE, el Presidente puede enviar a la Asamblea proyectos de ley calificados de urgencia en materia económica
. 
· El Proyecto de Ley para la Defensa de los Derechos Laborales no es de materia económica, porque no hace referencia o regula, de manera directa, aspectos económicos de escala general, por tanto, no podría ser tratado como urgente (30 días desde su recepción).
· Los temas incluidos en el proyecto deberían presentarse en la discusión de un nuevo Código del Trabajo y en reformas al Código de Procedimiento Civil y al Código Tributario.
· De acuerdo al artículo 136 de la CRE, los proyectos de ley deberán referirse a una sola materia. En este caso como queda abordado se topan temas laborales, procedimentales, de extinción de dominio privado, tributarios.
· Si la principal motivación de esta Ley es evitar los abusos y recaudar el dinero adeudado por empleadores que ocultan bienes, constituyen compañías de papel y utilizan testaferros, se debe aplicar en estos casos los mecanismos y procesos previstos en la ley (inclusive en materia penal), pero ello no justifica que se legisle para crear injusticias, se viole derechos constitucionales (defensa, debido proceso propiedad, libertad de comercio) y se destruya garantías básicas del ordenamiento jurídico como la presunción de inocencia y el.
4.2. Artículo 2:
· Se propone una reforma al procedimiento de jurisdicción coactiva de todas las instituciones del Estado, lo cual rebasa la motivación del proyecto, según la cual la Ley estaría encaminada a fortalecer el procedimiento coactivo del IESS
.  
· La norma genera ambigüedad así como extrema discrecionalidad y subjetividad en su aplicación pues reconoce una solidaridad amplia y general no prevista en la ley para todas las materias y casos (inseguridad jurídica
) y deja al arbitrio de los funcionarios ejecutores de la jurisdicción coactiva o empleados recaudadores la determinación indiscriminada de responsabilidades, aún sin prueba de ello sino bajo simples presunciones, lo cual compromete seriamente el derecho al debido proceso, en cuanto derecho a la defensa y presunción de inocencia
, como aparece en los siguientes ejemplos: 
· Los funcionarios ejecutores o empleados recaudadores son funcionarios administrativos que a pesar de que se les denomine Juez de Coactivas, no ejercen jurisdicción en sentido estricto; sin embargo, en el Proyecto se les concede amplia facultad para determinar responsabilidad que le corresponderían a un juez dentro de un proceso en que se respete el debido proceso.
· Se deja al criterio de los funcionarios ejecutores de la jurisdicción coactiva el determinar quienes son “todos los obligados” que conjuntamente con el obligado principal, deben satisfacer el pago de acreencias a favor de las instituciones del Estado. 
· En la figura de “todos los obligados” se incluye a herederos, y puede abarcar también a parientes y/o terceros aún cuando sean ajenos a los actos del obligado principal (supuestamente empleador). Esto supone reconocer una solidaridad amplia y general, bajo un matiz de presunción de culpabilidad de todos aquellos relacionados con el obligado personal; efecto que ni siquiera existe en materia laboral
. 
· En este punto proponemos que se limite el criterio de “todos los obligados” para considerar no solo al deudor sino a sus fiadores o garantes o a quienes la Ley aplicable considere solidariamente responsables
, a efectos de garantizar una de las solemnidades sustanciales de todo procedimiento coactivo como es la “legitimidad de personería del deudor o fiador”
.
· Se deja al criterio de los funcionarios ejecutores de la jurisdicción coactiva el determinar qué se entiende y en qué casos catalogar a una persona jurídica como “usadas para defraudar (abuso de la personalidad jurídica)” rompiendo también de esta forma la presunción de inocencia garantizada constitucionalmente.
· La responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de defraudación y estafa todavía no ha sido reconocida en la legislación nacional; sin embargo, se faculta a un funcionario administrativo (no juez) determinar esa responsabilidad, esto es, sin un pronunciamiento, fallo o sentencia previa (debido proceso) que establezca la finalidad (defraudar) con la que habría operado la persona jurídica.
· La acción coactiva contra personas jurídicas calificadas como “defraudadoras” involucraría a todas las personas (naturales o jurídicas) que tienen algún nivel de participación en tal sociedad (accionistas, socios o partícipes) hasta el “último nivel de propiedad”, aún aquellas que no sean residentes o domiciliadas en Ecuador; es decir, se fija una responsabilidad objetiva por el solo hecho de ser accionista o socio de la persona jurídica, aún cuando éstos no participen ni de la relación con trabajadores ni en la gestión de la persona jurídica. Se rompe con la figura de las personas jurídicas como entes de Derecho, especialmente con el principio del artículo 1957 del Código Civil que establece que la sociedad forma una persona jurídica, distinta de los socios individualmente considerados. 
· La amplitud para perseguir hasta el “último nivel de propiedad” en las personas jurídicas vulnera el derecho a la libertad de comercio y desalentaría la inversión en sociedades pues el solo hecho de participar en la propiedad de una persona jurídica, más no en su administración, implicaría asumir inmediatamente la responsabilidad -incluso con afectación a su patrimonio personal o familiar- por el manejo de tal persona jurídica. Esta amplitud perjudicaría las transferencias de acciones y la función de Bolsas de Valores
, generando además perjuicio en el crecimiento de las empresas que pueden ver afectada la incorporación de nuevos inversionistas.
· Se establece una presunción de dolo respecto al patrimonio de los socios o accionistas de una persona jurídica y de terceros, ya que, permite que los funcionarios que ejercen la jurisdicción coactiva y hasta a las autoridades de trabajo que ordenen medidas precautelares sobre bienes, sin pruebas respecto a la propiedad de éstos, sino simplemente bajo la premisa de que “son de público conocimiento” de propiedad de los sujetos obligados; dando lugar a la perpetración de actos de injusticia, persecución y violando el principio de presunción de inocencia
, afectando al derecho de propiedad
 y propiciando inseguridad jurídica
.  
· La facultad de ordenar medidas cautelares contra terceros cuyos bienes sean considerados como de “publico conocimiento” del deudor implica la violación del derecho a la defensa pues se estaría trabando tales medidas contra una persona que no ha sido parte del proceso coactivo, violando una de las solemnidades sustanciales de este tipo de procedimientos como es la citación del auto de pago o del que ordena la liquidación.
 Además, el tercero tendría que intentar excepciones al procedimiento coactivo, lo que genera costos adicionales para suspender el proceso coactivo en su contra
. 
· Se desconoce la regulación del proceso de ejecución de sentencias dispuesto en el ordenamiento procesal, dando potestades no regladas a autoridades y jueces de trabajo respecto a la posibilidad de ejecución en contra de “todos los obligados” y terceros, aún aquellos que no hayan participado durante el proceso de juzgamiento, lo que representa también una violación al derecho a la defensa y la presunción de inocencia
. En efecto, terceros que ni siquiera tuvieron el derecho de contradecir o de ejercer su derecho a la defensa en un proceso, podrían verse afectados por procesos de ejecución instaurados como resultado de un juicio ventilado contra un tercero.
4.3. Artículo 3: 
· Con este artículo se entendería que la tercería excluyente para el caso de procesos coactivos no podría suspender dichos procesos. Esto constituye una violación al derecho a la defensa y al derecho a la propiedad de personas que no siendo obligados, en determinados casos pueden ver afectado su patrimonio personal de forma arbitraria por una autoridad. 
· Se desconoce que es requisito para proponer la tercería excluyente el de presentar el título que justifique la propiedad del bien
.  
� Constitución


Art. 140.- La Presidenta o Presidente de la República podrá enviar a la Asamblea Nacional proyectos de ley calificados de urgencia en materia económica. La Asamblea deberá aprobarlos, modificarlos o negarlos dentro de un plazo máximo de treinta días a partir de su recepción.


El trámite para la presentación, discusión y aprobación de estos proyectos será el ordinario, excepto en cuanto a los plazos anteriormente establecidos. Mientras se discuta un proyecto calificado de urgente, la Presidenta o Presidente de la República no podrá enviar otro, salvo que se haya decretado el estado de excepción.


Cuando en el plazo señalado la Asamblea no apruebe, modifique o niegue el proyecto calificado de urgente en materia económica, la Presidenta o Presidente de la República lo promulgará como decreto-ley y ordenará su publicación en el Registro Oficial. La Asamblea Nacional podrá en cualquier tiempo modificarla o derogarla, con sujeción al trámite ordinario previsto en la Constitución.





� Las instituciones del Estado que por ley tienen jurisdicción coactiva y que en nada se relacionan con la responsabilidad patronal ni con aspectos laborales, pero que gozarían de las prerrogativas de esta Ley son: 


BIESS


Corporación Financiera Nacional


Banco Nacional de Fomento


Banco Ecuatoriano de la Vivienda


Ministerio de Transporte y Obras públicas


Dirección Nacional de Rehabilitación Social


Ministerio del Ambiente


IECE


Ministerio de Salud Pública


Servicio de Rentas Internas 


CONELEC 


Dirección General de Aviación Civil 


Superintendencia de Telecomunicaciones


Corporación Nacional de Telecomunicaciones


Municipios


Empresas públicas





�Constitución


Art. 82.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.


  


� Constitución


Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: (…)


2. Se presumirá la inocencia de toda persona y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada.





� Código Trabajo: 


Art. 36.- Representantes de los empleadores: Son representantes de los empleadores los directores, gerentes, administradores, capitanes de barco, y en general, las personas que a nombre de sus principales ejercen funciones de dirección y administración, aún sin tener poder escrito y suficiente según el derecho común. 


El empleador y sus representantes serán solidariamente responsables en sus relaciones con el trabajador.





� El artículo 957 del Código de Procedimiento Civil determina que las deudas sujetas a procedimiento coactivo es solidaria entre herederos de la persona deudora, pudiendo el funcionario ejecutor intentar la acción por todo el crédito contra uno o más de dichos herederos, quedando a salvo el derecho del o de los coactivados para reintegrarse de las cuotas pagadas por los demás, en la misma vía coactiva y con igual solidaridad.





� Ver artículo 966, numeral 2 del Código de Procedimiento Civil. 


� La Ley de Mercado de Valores (Art. 2) dispone que: “cualquier limitación a la libre negociación y circulación de valores no establecida por Ley, no surtirá efectos jurídicos y se tendrá por no escrita”.





� Corte Suprema de Justicia, Primera Sala de lo Penal, Resolución No. 137-04, del 16 de abril de 2004, publicada en el Registro Oficial 425, del 21 de septiembre de 2004: “QUINTO: La sentencia condenatoria no puede sustentarse en una presunción por más que ésta se origine en indicios que reúnan las características señaladas en el artículo 66 del Código de Procedimiento Penal de 1983, ya que entre esa presunción de responsabilidad y la presunción de inocencia que establece la Constitución Política a favor de toda persona, debe prevalecer esta última, y por esto el artículo 326 inciso segundo de dicho código, exige prueba de la responsabilidad, no presunción de ella. Existe notable diferencia entre lo que es prueba y lo que es indicio, no obstante la importante relación de ambos conceptos, pues el indicio es un elemento de la prueba, pero no es la prueba, es tan solo un medio idóneo para justificar una valoración sobre la probabilidad de la existencia de un acto de la persona imputada como responsable del mismo, pero por más que existan varios indicios solo habrá probabilidad, nunca certeza de la existencia del acto punible o de la responsabilidad de la persona a quien se atribuya su comisión”. 








� Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez, Sentencia de Fondo: “188. Sin embargo, la Corte considera que la adopción de medidas cautelares reales debe justificarse previamente en la inexistencia de otro tipo de medidas menos restrictivas del derecho a la propiedad. En este sentido, sólo es admisible la aprehensión y depósito de bienes frente a los cuáles se encuentran indicios claros de su vinculación con el ilícito, siempre y cuando ello sea necesario para garantizar la investigación, el pago de las responsabilidades pecuniarias a que haya lugar o evitar la pérdida o deterioro de la evidencia. Asimismo, la adopción y supervisión de estas medidas debe recaer en funcionarios judiciales, teniendo en cuenta que si desaparecen las razones que justificaron la medida precautoria, el juez debe valorar la pertinencia de continuar con la restricción, aún antes de la finalización del proceso. Este punto es de la mayor importancia, dado que si los bienes no siguen cumpliendo un papel relevante para continuar o impulsar la investigación, la medida cautelar real debe ser levantada, so pena de convertirse en una pena anticipada. Este último evento constituiría una restricción manifiestamente desproporcionada del derecho a la propiedad”.





� La Ley de Registros que indica que el registro de transferencia de bienes (Certificado del Registro de la Propiedad) permite servir de medio de tradición del dominio de los bienes raíces y dar publicidad a los contratos y actos que trasladan el dominio. 





� Ver artículo 966, numeral 5 del Código de Procedimiento Civil.





� Ver artículo 968 del Código de Procedimiento Civil.





� Corte Constitucional de Colombia, Sentencia No. C-412/93: “20. El derecho a la presunción de inocencia, que acompaña a toda persona hasta el momento en que se la condene en virtud de una sentencia en firme se vulnera si no se comunica oportunamente la existencia de una investigación preliminar a la persona involucrada en los hechos, de modo que ésta pueda, desde esta etapa, ejercer su derecho a la defensa conociendo y presentando las pruebas respectivas. La inocencia como valor individual compromete su defensa permanente, la cual mal puede diferirse a un momento lejano luego de que el estado sin conocimiento del imputado y por largo tiempo haya acumulado en su contra un acervo probatorio que sorprenda y haga difícil su defensa.”





� Código Tributario


Art. 177.- Tercerías excluyentes: La tercería excluyente de dominio sólo podrá proponerse presentando título que justifique la propiedad o protestando, con juramento, hacerlo en un plazo no menos de diez días ni mayor de treinta, que el funcionario ejecutor concederá para el efecto.





